











ANÁLISIS DE LA REGULACIÓN Y GARANTÍA DEL DERECHO AL TERRITORIO 
DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS EN AISLAMIENTO VOLUNTARIO Y CONTACTO 
INICIAL EN COLOMBIA: UNA REVISIÓN FRENTE A LOS ESTÁNDARES DE LA 
CONVENCION AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS.1 
Analysis of the regulation and guarantee of the right to the territory of indigenous peoples in 
voluntary isolation and initial contact in Colombia: a revision against the standards of The 
American Convention on Human Rights. 
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Los pueblos indígenas en condición de aislamiento voluntario y contacto inicial 
constituyen una de las minorías menos protegidas por la regulación a nivel mundial. Colombia es 
uno de los países donde hay claros indicios de presencia de grupos que permanecen en esta 
condición. Uno de los problemas más evidentes es la falta de garantías que permitan salvaguardar 
su derecho fundamental al territorio como elemento esencial para preservar su integridad cultural. 
Por lo que se hace necesario establecer dentro del sistema jurídico interno normas claras, eficaces 
y que a su vez estén en armonía con los parámetros establecidos por el sistema regional de 
protección de Derechos Humanos. Mediante un análisis sistémico, aplicando el criterio de la 
 
1 Trabajo de grado para optar por el título de Abogado de la Facultad de Derecho de la Universidad Católica de 
Colombia y la asesoría del Doctor Bernardo Pérez Salazar, actividad vinculada a la línea de investigación 
Fundamentación e implementación de los Derechos Humanos. 
2 Código: 2110429. Correo Institucional: lvhernandez29@ucatolica.edu.co 
conmensurabilidad, el presente artículo busca establecer los elementos que validan el tratamiento 
que el compendio normativo interno ha dado a este problema, a la luz de los principios establecidos 
en la Convención Americana de Derechos Humanos, al igual que de la  jurisprudencia de  la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en su función de interprete y garante de la ya mencionada 
Convención. 
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Indigenous peoples in condition of voluntary isolation and Initial contact modification one 
of the minorities less protected by global regulation, Colombia is one of the countries in which 
there are clear indications of the presence of groups that remain in this condition, one of the most 
obvious problems are the lack of guarantees that have to safeguard their fundamental right to 
indigenous territory, understood as the right to collective property; Therefore, it is necessary to 
establish clear, determined norms within the internal legal system that are in harmony with the 
parameters established by the regional Human Rights protection system. 
Through a systemic analysis applying the commensurability methodology, this article 
seeks to establish the relationship between the internal normative compendium and the principles 
established in the American Convention on Human Rights and the jurisprudence issued by the 
Inter-American Court of Human Rights in its role of interpreter and guarantor of the 
aforementioned Convention. 
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Introducción. 1. Pueblos Indígenas en Aislamiento Voluntario, en Contacto Inicial y 
diferencias entre estos conceptos. 2. Marco de Protección de los Pueblos Indígenas en Aislamiento 
y Contacto Inicial.  2.1. Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 2.2. Regulación interna 




Históricamente los pueblos indígenas han sufrido abusos y vulneración constante de sus 
derechos. Debido a esto han buscado mecanismos que les permita la conservación de su integridad 
cultural. En ese camino, algunos pueblos se han visto obligados a mantenerse en aislamiento como 
estrategia de sobrevivencia, debido al creciente aumento de las amenazas a las que se ven 
enfrentados. Dentro de estas, de acuerdo con Pérez (2015), podemos encontrar la colonización, la 
explotación comercial de recursos, la contaminación, y las matanzas de pobladores indígenas. En 
el caso colombiano, el conflicto armado interno se ha constituido en una de las principales 
amenazas generando desplazamiento forzado, y afectando, entre otros grupos poblacionales 
altamente vulnerables, a las mujeres indígenas, tal como lo menciona Vivas & Pérez (2016).  
El índice de mujeres expulsadas de las regiones más pobres y que pertenecen a los grupos 
históricamente discriminados en Colombia coindice con las regiones expulsoras donde 
tradicionalmente se albergan grupos de indígenas y afrodescendientes, y que en los últimos 
años han sido los más referenciados como víctimas de desplazamiento forzado (p.102). 
En los últimos tiempos se ha tenido noticia de un sin número de pueblos indígenas en 
América Latina que se encuentran en condición de Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial, 
ejemplo de ellos es el caso de los pueblos indígenas de Mashco Piro, Yora y Amahuaca, pueblos 
en aislamiento voluntario del área del Rio de Las Piedras Departamento de Madre de Dios, en 
Perú3;  y Tagaeri y Taromenani , quienes viven en la jungla de la  Amazonía Ecuatoriana, en el 
 
3 Reconocidos y protegidos mediante Resolución Ministerial No.0427-2002-AG del 25 de abril de 2002 expedida por 
el Ministerio de Agricultura del gobierno de Perú, por medio de la cual se declara como reserva del Estado el área 
ocupada por los Pueblos Indígenas en Aislamiento Voluntario, ubicada en el departamento de madre de Dios. 
área fronteriza con Perú (Vallejo, 2003), y quienes en la actualidad se encuentran es aislamiento 
voluntario u ocultos.4 
A causa de ello y teniendo en cuenta los peligros a los cuales son expuestos dichos pueblos, 
los organismos internacionales han promovido declaraciones y e iniciativas para la regulación de 
la protección y garantía integral de los derechos humanos de los Pueblos Indígenas en Condición 
de Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial, teniendo como uno de los ejes principales la 
protección al derecho de autodeterminación y el derecho al territorio, así como instar a los países 
a que incluyan dentro de sus regulaciones internas preceptos de carácter constitucional y normativo 
que contribuyan al mismo objetivo. 
En este sentido, Colombia ha realizado un esfuerzo considerable incrementado sus políticas 
públicas y normas tanto constitucionales como legales, así como estudios que buscan establecer 
con mayor certeza la ubicación, cantidad y demás factores que permitan tener un control más 
adecuado sobre los territorios en los cuales se ubican los Pueblos Indígenas en Condición de 
Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial, a fin de poder establecer parámetros claros que 
otorguen una protección más efectiva y real. 
Es por ello que este artículo busca establecer mediante el análisis sistémico del derecho 
aplicando criterios de conmensurabilidad, si los preceptos contemplados en el sistema jurídico 
colombiano en cuanto a la protección del derecho al territorio de los Pueblos Indígenas en 
Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial, se enmarcan dentro de los estándares establecidos por 
el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Para ello, en primer lugar, se realizará una 
contextualización revisando los conceptos de Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial, y a su 
vez estableciendo las diferencias entre éstos; en segundo lugar se tendrá un acercamiento con los 
diferentes mandatos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Al mismo tiempo se 
traerán a colación los diferentes y más importantes elementos del Sistema Jurídico Colombiano 
que han fortalecido la protección y garantía de los derechos objeto de la presente investigación. 
Finalmente se realizará un análisis sistémico entre ambos sistemas normativos a fin de poder 
resolver y concluir las respuestas al problema jurídico planteado. 
 
4 Igualmente, en Colombia se encuentran Pueblos Indígenas en situación de Contacto Inicial el caso más destacado y 
en el cual se tiene confirmada plenamente su existencia es el de la tribu Nükak. 
1. Pueblos Indígenas en Aislamiento Voluntario, en Contacto Inicial y diferencias 
entre estos conceptos. 
 
La población mundial es rica en prácticas culturales, en su territorio podemos encontrar 
diversidad de pueblos con variadas tradiciones, dentro de estos pueblos encontramos las 
comunidades indígenas, la mayoría de estas comunidades han sido integradas en un alto grado a 
la sociedad actual. Sin embargo, existen poblaciones indígenas las cuales no han tenido contacto 
alguno con la sociedad actual o en otros casos tienen contactos esporádicos con algún segmento 
de ella. 5 
En el primero de los casos se habla de los Pueblos Indígenas en situación de Aislamiento 
Voluntario. A pesar de que no se cuenta con una definición universal utilizada para este término, 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2013) (en adelante Comisión IDH) los ha 
definido como “los pueblos o segmentos de pueblos indígenas que no mantienen contactos 
sostenidos con la población mayoritaria no indígena, y que suelen rehuir todo tipo de contacto con 
personas ajenas a su pueblo” (p.3). No obstante, no se descarta que también sean: “pueblos o 
segmentos de pueblos previamente contactados y que, tras un contacto intermitente con las 
sociedades no indígenas han vuelto a una situación de aislamiento, y rompen las relaciones de 
contacto que pudieran tener con dichas sociedades”. (Comisión IDH, 2013, p.4). 
Por su parte los Pueblos Indígenas en Contacto Inicial han sido definidos por la Comisión 
IDH (2013) como: “Pueblos o segmentos de Pueblos Indígenas que mantienen un contacto 
intermitente o esporádico con la población mayoritaria no indígena” (p.5).6 
La situación de contacto inicial como lo ha indicado el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, se ha dado luego de que permanecieran por un largo tiempo en aislamiento voluntario 
y debido a variadas razones, las cuales en la mayoría de los casos son ajenas a su voluntad, han 
tenido que relacionarse con comunidades no indígenas. 
 
5 “La voluntad de estos pueblos de conservar sus tradiciones ancestrales, la permanencia en el tiempo de los mismos, 
puesto que son culturas antiguas y su auto identificación como pueblos indígenas”. (Oficina del Alto Comisionado 
para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas – OACNUDH, 2009, p.17) 
6 Otra definición es la dada por Corredor (2013) “Se considera en contacto inicial un pueblo o segmento de pueblo 
indígena cuya diferencia cultural, política, social, económica y de reproducción con respecto a la sociedad regional de 
su entorno se convierte en marginación social, desigualdad económica, exclusión social y alta vulnerabilidad 
inmunológica, demográfica, política y territorial. Esta situación de desigualdad no permite ejercer su 
autodeterminación para optar por la integración con la sociedad dominante o el aislamiento”. (p.5). 
Los Pueblos Indígenas en contacto inicial anteriormente fueron Pueblos en Aislamiento 
Voluntario, que, por alguna razón, entraron en contacto con miembros de la población 
envolvente, y aunque mantienen un cierto nivel de contacto, no conocen plenamente ni 
comparten los patrones y códigos de interrelación social de la población mayoritaria. 
(Comisión IDH, 2013, p.5). 
Las Organización de las Naciones Unidas ha definido algunas características para estos 
grupos de especial protección. OACNUDH (2012): 
1. Son pueblos plenamente integrados con el ecosistema que habitan, mantienen una relación 
de equilibrio con el medio ambiente lo que les permite vivir de forma autosuficiente. 
2. Estos pueblos no conocen las formas de vida de la sociedad actual, lo que los pone en una 
situación de extrema vulnerabilidad frente a actores que tratan de contactarlos. 
3. Son pueblos que se encuentran en grave peligro de extinción, lo cual se hace más grave 
debido a las diversas amenazas que enfrentan sus territorios y también las múltiples 
violaciones a los derechos humanos de las cuales son víctimas. 
En su mayoría estos pueblos habitan zonas boscosas y/o de difícil acceso, ya que dicho 
aislamiento también se ha entendido como una forma de supervivencia. De acuerdo con la Oficina 
del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas – OACNUDH (2012) 
“los pueblos indígenas en aislamiento y en contacto inicial de la Amazonía y el Gran Chaco 
constituyen unos 200 pueblos y alrededor de 10.000 personas. Se tiene conocimiento de su 
existencia en Bolivia, Brasil, Colombia7, Ecuador, Paraguay, Perú y Venezuela ” (p.5).  
En el mismo sentido la Comisión IDH (2013) indica que en el continente americano habitan 
la mayor cantidad de pueblos indígenas en situación de Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial 
a nivel mundial, estos son los únicos que no han sufrido procesos de colonización. 
 
7 Como se puede evidenciar en diferentes informes y documentos históricos, desde el siglo XX se han documentado 
diferentes encuentros o avistamientos de tribus indígenas jamás contactadas en la región de la amazonia Colombiana, 
uno de estos encuentros fue registrado por los diarios nacionales el Tiempo y el Espectador; el suceso descrito en 
dichas notas periodísticas relatan el encuentro vivido entre un comerciante de pieles con un pueblo aislado en la selva 
amazónica (Berges, 1970; Castro 1978). 
Lamentablemente hoy sobreviven muy pocos de sus miembros y están expuestos a un alto riesgo 
de desaparecer completamente. 8 
 
2. Marco de Protección de los Pueblos Indígenas en Aislamiento Voluntario 
 
La regulación encaminada a la protección de los pueblos en condición de vulnerabilidad, 
como es el caso que nos ocupa en la presente investigación, ha venido incrementando en los 
últimos tiempos, los instrumentos garantistas han evolucionado tanto a nivel internacional9 como 
nacional, lo que contribuyó a que “en las últimas dos décadas se desarrollara una legislación 
especializada, que va desde el marco constitucional hasta normas administrativas” (Organización 
del Trato de Cooperación Amazónica – OTCA, 2018, p.23). 
Este compendio normativo se consolida en lo que hoy se conoce como el Sistema Universal 
de protección de los Derechos Humanos, sistema que a su vez se divide en niveles regionales 
limitados a su ámbito geográfico (Bedriñana, 2016), para el caso del continente americano se crea 
el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (Burgorgue, 2009).Así pues considerando que 
Colombia hace parte de este último nivel, en el presente acápite se hará una revisión de la relación 






8 El caso de la tribu Nukak Makuk en Colombia es un claro ejemplo de los peligrosos efectos que conlleva el contacto 
de personas externas con los pueblos en aislamiento. Este grupo fue contactado oficialmente en Colombia en el año 
1988, sin embargo, de acuerdo a lo descrito por Cabrera, Franky & Mahecha (1999) ya se habían presentado 
encuentros esporádicos de colonos con algunos miembros de dicha tribu desde mediados de la década de los setenta. 
9 Aunque ello no siempre fue así, puesto que la preocupación de la sociedad internacional por los derechos de los 
indígenas surgió con posterioridad a la primera guerra mundial, de acuerdo con Clavero (1994) con el nacimiento de 
la Sociedad de Naciones surgieron reivindicaciones de tipo nacionalista basadas en aspectos religiosos y étnicos, 
grupos que fueron definidos por dicha organización como minorías, concepto que fue traslado américa Latina el cual 
fue aplicado principalmente a los pueblos indígenas. 
 2.1. Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
 
El Sistema Interamericano de Derechos Humanos contiene el mayor y más importante 
grupo de mecanismos encaminados a la protección de los Pueblos Indígenas en condición de 
Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial, dicho grupo se compone de tratados, jurisprudencia y 
costumbre.  
En ese sentido la Convención Americana de Derechos Humanos, es el instrumento rector 
en la materia; en relación con los Pueblos Indígenas y tribales, la Comisión IDH (2002) ha 
destacado que está y los demás instrumentos internacionales incluyen “preceptos básicos 
referentes a la protección de las formas tradicionales de propiedad y supervivencia cultural, y del 
derecho a la tierra, los territorios y los recursos naturales de los Pueblos Indígenas y tribales.” 
(Comisión IDH, 2009, p.4). 
La Convención Americana de Derechos Humanos10 en su artículo 21 establece: “Toda 
persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes.  La ley puede subordinar tal uso y goce al 
interés social.”11, “desde el punto de vista de los derechos humanos en tanto a la propiedad de una 
persona, un pequeño plantío de maíz merece el mismo respeto que una cuenta bancaria o una 
fábrica moderna” (Comisión IDH, 1993, p.38). 
A partir de la interpretación amplia del derecho establecido en el artículo mencionado, la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante Corte IDH) ha emitido diferentes fallos 
en los cuales se ha pronunciado acerca del derecho a la propiedad colectiva de los pueblos 
indígenas. El primero de estos fue el caso de la comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. 
Nicaragua12. De acuerdo con Gómez (2003), se puede decir que esté se constituyó como el leading 
 
10 A nivel de otros sistemas regionales de derechos humanos, también existen instrumentos que reconocen y 
protegen el derecho a la propiedad, en Sistema Europeo de Derechos Humanos se destaca el Protocolo Uno del 
Convenio Europeo de Derechos Humanos el cual entro en vigor en 1953, así mismo el Sistema Africano de 
Derechos Humanos contiene este derecho en la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos. 
11 Este precepto se complementa con lo establecido en la Declaración Universal de Derechos Humanos artículo 73 
impone la obligación a los Estados de respectar y garantizar el territorio a los pueblos indígenas o demás pueblos 
que no hayan alcanzado un nivel de desarrollo igual al de la sociedad actual. 
12 Corte IDH, Caso de la comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua, fondo, reparaciones y costas, 
sentencia de 31 de agosto de 2001, serie C, núm. 79. 
case de la jurisprudencia de la Corte IDH en la materia, en esta oportunidad se estudió la falta de 
reconocimiento por parte de Nicaragua de los derechos de propiedad de la comunidad Awas Tingi, 
así como la ineficacia de los procedimientos establecidos en la regulación interna. 
La Corte IDH (2001) determinó que el Estado Nicaragüense violó el artículo 21 de la 
convención, toda vez que a pesar de existir una normativa que reconoce y protege la propiedad 
colectiva en Nicaragua, el procedimiento para la adjudicación y titulación de tierras ocupadas por 
grupos indígenas no se encontraba claramente regulado; a su vez no se encontró un mecanismo 
para la delimitación y demarcación de estos territorios, recordando de acuerdo a lo establecido en 
el artículo 29 que “el artículo 21 de la Convención protege el derecho a la propiedad en un sentido 
que comprende, entre otros, los derechos de los miembros de las comunidades indígenas en el 
marco de la propiedad comunal” (párr.148). 
Uno de los aspectos mas significativos de la sentencia, fue la precisión de concepto de 
propiedad de las comunidades indígenas: 
Entre los indígenas existe una tradición comunitaria sobre una forma comunal de la 
propiedad colectiva de la tierra, en el sentido de que la pertenencia de ésta no se centra en 
un individuo sino en el grupo y su comunidad. Los indígenas por el hecho de su propia 
existencia tienen derecho a vivir libremente en sus propios territorios; la estrecha relación 
que los indígenas mantienen con la tierra debe de ser reconocida y comprendida como la 
base fundamental de sus culturas, su vida espiritual, su integridad y su supervivencia 
económica.  
Posteriormente la Corte IDH  (2005), en el caso de la comunidad Moiwana vs. Surinam13, 
el cual se contextualiza en una situación de desplazamiento forzado, reitero su jurisprudencia e 
incluyo el elemento de posesión como parámetro para establecer la propiedad al territorio de los 
pueblos indígenas “en el caso de comunidades indígenas que han ocupado sus tierras ancestrales 
de acuerdo con sus prácticas consuetudinarias —pero que carecen de un título formal de 
propiedad— la posesión de la tierra debería bastar para que obtengan el reconocimiento oficial de 
dicha propiedad y el consiguiente registro” (párrafo,131). 
 
13 Corte IDH, Caso de la comunidad Moiwana vs. Surinam, excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, 
sentencia 15 de junio de 2005, serie C, núm. 124. 
Otros de los casos mas destacados son los casos de la comunidad Indígena Yakye Axa14 y 
comunidad indígena Sawhoyamaxa vs Paraguay15.  En estos se analizan situaciones de 
desplazamiento forzado a causa de la marginación social y la extrema pobreza ocasionada por la 
explotación de los indígenas por parte de compañías y grupos religiosos extranjeros. La 
importancia de estos radica en que la Corte IDH (2006) afirma que cuando se trate de casos 
relacionados con pueblos indígenas, los Estados en aplicación del artículo 24 y artículo 1 de la 
Convención, “deben garantizar, en condiciones de igualdad, el pleno ejercicio y goce de los 
derechos de estas personas que están sujetas a su jurisdicción, tomando en consideración las 
características” (p.27), que conforman la identidad cultural de estos pueblos y por ende los 
diferencia de la sociedad en general. Lo anterior aplicado al derecho a la propiedad y en conjunto 
con lo dispuesto en el articulo 2 de la Convención, el cual impone a los Estados en deber de 
disposiciones de derecho interno, se traduce en que los Estados deben instituir procedimientos 
adecuados en el marco del sistema jurídico interno para garantizar las reivindicaciones de tierras 
de los pueblos indígenas (p.66). 
Adicionalmente, la Corte IDH (2006), aclaró que en las situaciones donde existan 
conflictos de la propiedad privada frente a la propiedad comunitaria los Estado en aplicación del 
numeral 1 del articulo 21 deberán revisar si aplica la restricción del uso y goce de la propiedad 
privada teniendo en cuenta que el derecho al territorio indígena abarca un concepto de derecho 
colectivo a la supervivencia como pueblo, tanto así que la propiedad sobre la tierra garantiza la 
conservación de su patrimonio cultural. 
Por otra parte, en dicha sentencia los jueces reiteran que la posesión de la tierra por parte 
de los indígenas no es un requisito sine qua non para el reconocimiento de la propiedad sobre está, 
considerando que en muchos casos los pueblos deben abandonar las tierras por cuestiones ajenas 
a su voluntad. 
Finalmente, cabe destacar el caso del pueblo Saramaka vs. Surinam en el cual la Corte IDH 
(2008), sin perjuicio de otras conclusiones, recordó que los Estados podrán restringir el derecho a 
la propiedad de los pueblos indígenas, únicamente cuando dicha restricción haya sido prevista por 
 
14 Corte IDH, Caso comunidad indígena Yakye Axa vs. Paraguay, fondo reparaciones y costas, sentencia del 17 de 
junio de 2005, serie C, núm. 125 
15 Corte IDH, Caso comunidad indígena Sawhoya maxa vs. Paraguay, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 29 
de marzo de 2006, serie C, núm. 146. 
la ley, sean necesarias y proporcionales, además no impliquen un riesgo para la subsistencia como 
pueblo tribal. 
Según Vivas, Pérez & Quintero, (s.f)  
Las interpretaciones de la Corte al artículo 21 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos buscan reconocer la obligación de los Estados a respetar y proteger el derecho 
de las comunidades indígenas, representando un paso significativo y audaz para la 
preservación de la diversidad cultural en América. (p.18). 
Lamentablemente son nulos los pronunciamientos jurisprudenciales de la Corte IDH en 
relación con el derecho al territorio específicamente de los Pueblos Indígenas en Condición de 
Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial, por ende se deberán aplicar los preceptos mencionados 
anteriormente. 
Por su parte la Comisión IDH, se ha pronunciado en diferentes ocasiones acerca de los 
instrumentos adicionales aplicables a la protección de los Pueblos Indígenas en Condición de 
Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial. Así mediante un informe del año 2001 en el cual se 
revisaba la situación de estos pueblos, destacó el Convenio 169 de la OIT16 como “el instrumento 
internacional de derechos humanos específico más relevante para los derechos de los indígenas” 
(párr.12). Según la Comisión IDH (2001) la importancia de éste para la protección de los Pueblos 
Indígenas en Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial, radica primordialmente en el artículo 14 
del convenio en mención. Allí reconoce el derecho de los pueblos indígenas sobre sus territorios 
ancestrales17, al mencionar la importancia de salvaguardar el derecho de los pueblos que han 
utilizado tradicionalmente para el desarrollo y subsistencia de su comunidad, en las cuales han 
preservado su cultura y cosmovisión. 
 
16 A su vez ésta organización adoptó en junio de 1957 el Convenio 107 sobre poblaciones indígenas y tribales, sin 
embargo este no fue bien recibido por activistas y defensores de los derechos de los indígenas, toda vez que 
consideraban que esté buscaba perpetuar la misión civilizadora que se venía desarrollando desde épocas de las 
conquista, desde la búsqueda de la integración de los pueblos indígenas; tanto en el ámbito social como en los modelos 
económicos de desarrollo, una de las críticas más importantes y duras al Convenio 107 fue la de Barsh (1987) quien 
indicó que el enfoque integracionista del dicho instrumento llegó a relacionarse con la destrucción y absorción de los 
pueblos indígenas. 
17 Sin embargo, durante el periodo de la poscolonia, se reafirmó la soberanía federal sobre las tierras indígenas, 
mediante lo que se conoce como “la Trilogia Marshall”, basado principalmente en el descubrimiento y la conquista, 
que traen consigo el concepto de ius bellum, a pesar de la titularidad individual fundada en la compra de los terrenos, 
concluyendo que la tierra había sido de modo legitimo por el Gobierno Federal. (Engle, 2018). 
A pesar de los diferentes instrumentos internacionales ya existentes, la Comisión IDH 
(2002), mediante un informe manifestó la necesidad de la creación de una Declaración Americana 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. No obstante, desde el año 1989 la Asamblea General 
de la Organización de Estados Americanos encargó a su Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos 
la preparación de un Proyecto de Declaración Americana sobre Derechos de las Poblaciones 
Indígenas. Finalmente luego de años de negociaciones, fue aprobada el 15 de junio de 2016 en el 
marco del 46 Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de Estados 
Americanos (Comisión IDH, 2016).18 
De acuerdo con Clavero (2016) una de las novedades en relación con el derecho a la 
propiedad y territorio de los pueblos indígenas, que trae la nueva declaración “es la de remisión al 
derecho del Estado, a su poder normativo unilateral, con anteposición al derecho internacional y 
sin registro específico tampoco de la necesidad de consentimiento indígena al efecto”19 (p.18), lo 
cual podría verse como una sujeción a los ordenamientos jurídicos internacionales y nacionales, 
lo que restringiría el derecho a la autodeterminación. 20 
Mediante informe la Comisión IDH (2009) afirmo que la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, aprobada el 13 de septiembre de 2007 por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas contiene preceptos básicos encaminados a la protección 
y el respeto de los pueblos indígenas, sus disposiciones, en unión con la jurisprudencia del sistema 
interamericano de derechos humanos, “constituyen un corpus iuris aplicable en relación con los 
derechos de los pueblos indígenas, y específicamente en relación con el reconocimiento y 
protección del derecho de propiedad” (Comisión IDH, 2009, p.8). 
 
18 “Es importante resaltar que hace énfasis en la necesidad del reconocimiento como sujeto colectivo para la 
supervivencia las comunidades étnicas, y la vocación de ser titulares de derechos y de obligaciones asimismo realiza 
importantes avances y ratifica disposiciones sobre la consulta previa.” (Báez, 2017, p.12). 
19 Artículo 29: ...3. Los pueblos indígenas tienen derecho a participar activamente en la elaboración y determinación 
de los programas de desarrollo que les conciernan y, en lo posible, administrar esos programas mediante sus propias 
instituciones. 4. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas interesados por 
conducto de sus propias instituciones representativas a fin de 
obtener su consentimiento libre e informado antes de aprobar cualquier proyecto que afecte a sus tierras o territorios 
y otros recursos, particularmente en relación con el desarrollo, la utilización o la explotación de recursos minerales, 
hídricos o de otro tipo… 
20 Es de destacar que la autoderminación con derecho se entiende desde dos dimensiones, así lo indica Ferrajoli (2006):  
a) la “autodeterminación interna”, que consiste en el derecho de los pueblos a “decidir libremente su 
estatuto político en el plano del derecho interno; b) “la autodeterminación externa”, que consiste en el mismo derecho 
en el plano internacional, así como el derecho de los pueblos al desarrollo y a la libre disponibilidad de sus propias 
riquezas. 
Sumado a esto, la Corte IDH (2009) ha valorado positivamente, como avance legislativo a 
nivel Latinoamérica que algunos países de la región tales como Bolivia21 incorporen en el 
ordenamiento jurídico interno la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas, y ha llamado a los demás Estados a continuar con la incorporación de este y 
todos los instrumentos internacionales que fortalezcan la protección de los pueblos indígenas.  
De acuerdo con Barrios & Zapata (2009), esta declaración en relación con el derecho al 
territorio contiene un reconocimiento expreso de las tierras, los territorios y recursos que han 
utilizado ancestralmente, más aún reconoce derechos sobre otras formas de uso como la ocupación, 
dando un alcance de protección más amplio que abarca a los pueblos nómadas. 
Sumado a lo anterior, la Comisión IDH (2013) en el informe titulado Pueblos Indígenas en 
Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial en las Américas: Recomendaciones para el pleno 
respeto a sus Derechos Humanos, emitió directrices claras a los Estados. Entre ellas, se encuentra 
el respeto al principio de no contacto y a su elección de permanecer en aislamiento, teniendo en 
cuenta la recomendación dada por el Relator especial de las Naciones Unidas, en el sentido que  
“se debe respetar el principio de no contacto, lo que implica implementar una política pública que 
proteja sus espacios vitales y les preserve de presiones por parte de empresas extractivas, la tala 
ilegal de madera, y el asentamiento no autorizado en el área”22(p.10). 
Adicional a todo el compendio normativo ya mencionado, es correcto afirmar que para el 
caso que nos ocupa, la regulación sobre Áreas Protegidas tiene un alto impacto en la protección a 
los Pueblos Indígenas en Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial. Las áreas protegidas son 
“consideradas como uno de los instrumentos más eficaces para la conservación de la biodiversidad 
in situ” (Red Latinoamericana de Cooperación Técnica en Parques Nacionales, 2008, p.10). El 
modelo inicialmente aplicado en la constitución de dichas áreas fue el denominado en Estados 
Unidos como parque sin gente, lo que de acuerdo con Oviedo (2004) generó más daño que bien a 
las comunidades indígenas, puesto que en muchos de los casos fueron despojados de sus territorios 
con el argumento de que para conservar la biodiversidad de flora y fauna, estas áreas debían estar 
 
 21 Ley 3760 del 07 de noviembre de 2007. 
22 Relator Especial de Naciones Unidas sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de 
los indígenas, Profr. James Anaya, “Ecuador: experto de la ONU pide el fin de la violencia 
entre indígenas Tagaeri-Taromenane y Waorani“, 16 de mayo de 2013, disponible en: 
http://unsr.jamesanaya.org/statements/ecuador-experto-de-la-onu-pide-el-fin-de-la-violencia-entreindigenas-tagaeri-
taromenane-y-waorani. 
totalmente libres de habitantes humanos; actualmente el paradigma aplicado es diferente pues toma 
se buscan consensos y participación de los actores sociales incluyendo factores económicos, 
sociales y culturales que privilegian a las comunidades (Phillips, 2003). Así pues las áreas 
protegidas en algunos casos se han establecido por iniciativa de las comunidades tradicionales que 
desean mantener sus formas de vida ancestrales. Tal como lo afirma Primack & Feinsinger (2001),  
algunos gobiernos tales como Colombia, Bolivia, Estados Unidos, Canadá y Malasia en las últimas 
décadas han reconocido en mayor medida derechos a estos pueblos.  
 
2.2. Regulación interna colombiana 
 
Con la promulgación de la Constitución Política de 1991, Colombia incluyó dentro de su 
ordenamiento constitucional nuevos conceptos que sirvieron para dar mayor garantía a los 
derechos de los pueblos indígenas. Uno de estos fue el pluralismo, el cual lo encontramos en el 
artículo 1. De acuerdo con  Vargas & Lascarro  (2015),  “sin duda alguna alude a la corriente del 
pluralismo jurídico y es precisamente en este que encuentra su asidero el reconocimiento de la 
jurisdicción especial indígena previsto en el Art. 246 de la CN, y demás derechos otorgados a estos 
pueblos” (p.67). No obstante, siguiendo a Hernández (2012), a pesar de que la constitución 
consigne tan importante institución jurídica, lo anterior “no supone la entrega del poder jurídico-
normativo a los grupos y sus actores sociales, sino una subordinación de las prácticas cotidianas a 
una doble normatividad. Por una parte, el derecho tradicional y por otra el impuesto por el actor 
hegemónico” (p.157).  
A pesar de que los pueblos indígenas no cuenten con plena autonomía para el desarrollo de 
un sistema jurídico independiente, pues como lo menciona Bonilla (2006) “en el núcleo de la 
constitución de 1991 existe una tensión entre la unidad y la diversidad cultural” (p.31), no por ello 
se puede desconocer el avance normativo que trajo consigo la actual carta política reconociendo 
los pueblos indígenas y protegiendo la diversidad étnica y cultural de la nación. Así lo ha destacado 
la Corte Constitucional (1997): 
Es más, no sería aventurado afirmar que el reconocimiento de la diversidad étnica y 
cultural de la población indígena guarda armonía con los diferentes preceptos de la 
Constitución Nacional relativos a la conservación, preservación y restauración del 
ambiente y de los recursos naturales que la conforman, si se considera que las 
comunidades indígenas constituyen igualmente un recurso natural humano que se 
estima parte integral del ambiente, más aún cuando normalmente la población 
indígena habitualmente ocupa territorios con ecosistemas de excepcionales 
características y valores ecológicos que deben conservarse como parte integrante que 
son del patrimonio natural y cultural de la Nación. De esta manera, la población 
indígena y el entorno natural se constituyen en un sistema o universo merecedor de 
la protección integral del Estado. (p.17). 
Son diversos los artículos de la Constitución que se encuentran relacionados directamente 
con la protección de las comunidades étnicas. Cabe destacar el artículo 7 que señala “El Estado 
reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana”. De igual manera, en 
su artículo 63 señala que “Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales 
de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás 
bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables.”  
La Corte Constitucional Colombiana (1993) en su papel de interprete constitucional ha 
reconocido el derecho al territorio indígena como un derecho de carácter fundamental, en ese 
sentido afirmó: 
reviste una importancia esencial para las culturas y valores espirituales de los pueblos 
aborígenes. Se resalta la especial relación de las comunidades indígenas con los territorios que 
ocupan, no sólo por ser éstos su principal medio de subsistencia sino además porque constituyen 
un elemento integrante de la cosmovisión y la religiosidad de los pueblos aborígenes. El derecho 
fundamental a la propiedad colectiva de los grupos étnicos lleva implícito, dada la protección 
constitucional del principio de diversidad étnica y cultural, un derecho a la constitución de 
resguardos en cabeza de las comunidades indígenas. El derecho fundamental de petición es aquí 
un medio o presupuesto indispensable para la realización de aquellos derechos. (p.g10).  
Desde el ámbito legislativo, la norma mas importante en la materia es el Decreto  1232 de 
2018 “Por el cual se adiciona el Capítulo 2, del Título 2, de la Parte 5, del Libro 2 del Decreto 
1066 de 2015, Único Reglamentario del Sector Administrativo del Interior, para establecer 
medidas especiales de prevención y protección de los derechos de los Pueblos Indígenas en 
Aislamiento o Estado Natural y se crea y organiza el Sistema Nacional de Prevención y Protección 
de los derechos de los Pueblos Indígenas en Aislamiento o Estado Natural.”. Se trata de la primera 
norma en mencionar expresamente la protección a estos pueblos. Tal como se menciona en el 
documento de memoria justificativa de la elaboración del proyecto de decreto del Ministerio del 
Interior, el decreto surgió por la evidente necesidad de proteger a estos pueblos respetando su 
derecho a la autodeterminación que se manifiesta en decisión de mantenerse en aislamiento y en 
atención al principio de precaución, garantizar el no contacto, la protección  e intangibilidad de 
sus territorios. Esta necesidad que ha sido evidenciada en diferentes informes tanto de la ONU23 
como de la Comisión IDH24. El decreto ha sido calificado por algunas organizaciones indígenas 
que participaron en las mesas de trabajo de su elaboración, como uno de los avances legislativos 
más importantes en pro de la protección de sus pueblos.25   
En ese sentido la  norma se expide en cumplimiento de las obligaciones para el Estado 
Colombiano establecidas en los artículos 1 y 2 de la Convención Interamericana de Derechos 
Humanos. Tiene como objeto regular los derechos de los Pueblos Indígenas en Condición de 
Aislamiento y Contacto Inicial,  y rige bajo los principios de autodeterminación y no contacto 
(artículo 2.5.2.2.1.3), siguiendo las recomendaciones establecidas por la Comisión IDH. También 
contiene el principio de propiedad colectiva establecido por la interpretación jurisprudencial dada 
por la Corte IDH al articulo 21 de la Convención, al establecer en sus artículos 2.5.2.2.4.6 la 
protección especial al territorio habitado ancestralmente por estos pueblos de acuerdo a su cultura. 
Para ello otorga el estatus de intangible a dichos territorios. Igualmente, establece el principio de 
prevalencia del bien común sobre la propiedad privada, siguiendo la indicación de la Corte IDH 
cuando considera que la propiedad de los pueblos indígenas lleva inmerso el concepto de interés 
general, pues el territorio es parte de su supervivencia. Adicionalmente en el artículo 2.5.2.2.4.7 
establece las excepciones a la prohibición de ingreso a los territorios habitados por estos pueblos, 
las cuales se resumen en condiciones en las cuales los pueblos estén ante algún riesgo inminente. 
 
23 Dentro de las cuales se pueden destacar el documento denominado” Directrices de protección para los pueblos 
indígenas en aislamiento y en contacto inicial de la región Amazónica, El Gran Chaco y La Región Oriental de 
Paraguay” de la  Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos – OACNUDH 
publicó en el año 2012.  
24 CIDH, publicó en el 2013 el informe: “Pueblos indígenas en aislamiento voluntario y contacto inicial en las 
américas: recomendaciones para el pleno respeto a sus derechos humanos”, 
25 Así lo destaco la Organización Nacional de Pueblos Indígenas de la Amazonia Colombiana -  OPIAC en un 
comunicado de prensa del 04 de agosto de 2018 en su página web. Ver https://opiac.org.co/lanzamiento-decreto-1232/ 
En esta misma línea los artículos 2.5.2.2.4.9 y 2.5.2.2.4.10, establecen la obligación de 
identificar, delimitar y garantizar la protección de la posesión de los territorios. Este último artículo 
hace remisión normativa al procedimiento establecido en el artículo 2.14.20.3.1 del Decreto 1071 
de 2015 para las medidas de protección de la posesión de territorios ancestrales y/o tradicionales. 
Con esto se incluyen el precepto de la Corte IDH en el cual determina el elemento de posesión 
como parámetro para establecer la propiedad al territorio de los pueblos indígenas. 
Colombia posee una gran extensión de Áreas Naturales Protegidas, una parte de ellas 
amparadas dentro el Sistema Nacional de Áreas Protegidas. Muchas de ellas coinciden con zonas 
en las cuales se encuentran un gran número de comunidades indígenas, como es el caso del Parque 
Nacional Natural Río Puré26 y Parque Nacional Natural Serranía Chiribiquete27. Por ello se puede 
afirmar que algunas de las normas constitutivas de este sistema robustecen el conjunto normativo 
garantista de la protección de los Pueblos Indígenas en Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial. 
Recientemente el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible expidió la Resolución 1256 del 
10 de julio de 2018 “por medio de la cual se reserva, delimita, alindera y declara como parte del 
Parque Nacional Natural la Serranía de Chiribiquete un área ubicada en los municipios de 
Calamar, Miraflores y San José del Guaviare en el departamento de Guaviare y San Vicente del 
Caguán y Solano en el departamento de Caquetá”. En la parte  motiva del acto administrativo,  la 
posible presencia de cuatro grupos de indígenas en aislamiento aparece como uno de los 
fundamentos para la ampliación del parque natural, destacando que actualmente el Sistema de 
Parque Nacionales Naturales es una herramienta para garantizar la protección de estos territorios, 
 
26 Fue declarado mediante resolución No 0764 de 2002 del Ministerio del Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible. 
Este Parque tiene un área de 999.880 hectáreas y se encuentra en el departamento del Amazonas en el interfluvio de 
los ríos Caquetá y Putumayo y abarca la totalidad de la cuenca del río Puré con sus principales afluentes. Limita al 
norte con el río Caquetá, el Resguardo Curare los Ingleses y el Parque Nacional Natural Cahuinarí, por el occidente 
con el límite del Resguardo Predio Putumayo, por el oriente con la frontera limítrofe entre Brasil y Colombia; y por 
el sur su límite es la divisoria de aguas del Puré – Putumayo. Ver 
http://www.parquesnacionales.gov.co/portal/es/parques-nacionales/parque-nacional-natural-rio-pure/ 
27 Fue reservado-*, alinderado y declarado mediante Acuerdo No. 0045 del 21 de septiembre de 1989 En el año 2013, 
mediante Resolución No. 1038 del 21 de agosto de 2013, expedida por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, se amplió hacia los municipios de Cartagena del Chairá, San Vicente del Caguán y Solano en Caquetá, y 
Calamar en el Guaviare, en una extensión aproximada de 1’483.399 Ha, para un total aproximado de 2’782.354. En 
el 2018, este parque fue declarado patrimonio mixto de la humanidad, dado que representa un gran aporte para la 
preservación de la biodiversidad y ecosistemas naturales para el planeta; así como la multiplicidad de expresiones 
culturales de las comunidades que se han asentado a través del tiempo en el territorio, hace que se cuente con la mayor 
cantidad de pinturas rupestres (petroglifos) del continente americano. Ver 
http://www.parquesnacionales.gov.co/portal/es/parques-nacionales/parque-nacional-natural-chiribiquete/ 
evitando que estas comunidades sean contactadas por la sociedad occidental u otros grupos 
indígenas que no se encuentran en aislamiento.  
No obstante, si bien el sistema mencionado garantiza en gran medida la conservación de 
estos pueblos, no lo hace igual con el derecho a la propiedad del territorio, puesto que de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 63 y 332 superiores los bienes de uso público, los 
parques naturales y los territorios indígenas, entre otros, son inalienables, imprescriptibles e 
inembargables y el Estado es propietario de los recursos naturales. Los anteriores preceptos 
constitucionales han generado diferentes interpretaciones entre ellas la del entonces Ministerio de 
Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial, quien aludiendo a los artículos mencionados entendió 
que las áreas del Sistema Parques Nacionales Naturales eran propiedad de la nación y, en 
consecuencia, procedió a auto-reconocer la propiedad y a inscribirse como propietarias en el 
registro público. (Laborde, 2007). 
Pese a que la regulación interna se encuentra en consonancia con los parámetros 
establecidos por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos en cuanto a la garantía del 
derecho a la propiedad colectiva sobre el territorio de los pueblos indígenas, para el caso de los 
Pueblos Indígenas en Condición de Aislamiento y Contacto Inicial, se presenta un conflicto en 
relación con la garantía de su derecho a la autodeterminación28 contenido en el artículo 1 común 
al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales29, puesto con el fin de  reconocer la posesión sobre el territorio 
que habitan, estos grupos indígenas deben constituirse como una persona jurídica, lo que sin duda 




28 Es de destacar que la autoderminación como derecho se entiende desde dos dimensiones, así lo indica Ferrajoli 
(2006):  a) la “autodeterminación interna”, que consiste en el derecho de los pueblos a “decidir libremente su estatuto 
político en el plano del derecho interno; b) “la autodeterminación externa”, que consiste en el mismo derecho en el 
plano internacional, así como el derecho de los pueblos al desarrollo y a la libre disponibilidad de sus propias riquezas. 
29 El cual se encuentra plenamente garantizado para el caso de los pueblos indígenas mediante el Art. 3 de la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Pueblos Indígenas donde se establece la titularidad del derecho a la 




Los pueblos indígenas en condición de aislamiento voluntario y contacto inicial 
representan un pequeño porcentaje de la población mundial. El continente americano posee el 
mayor número de personas que se encuentran actualmente en esta condición, de acuerdo con las 
estimaciones realizadas por organismos oficiales. Debido a diferentes factores relacionados con la 
globalización, estos pueblos permanecen constantemente expuestos a grandes peligros que ponen 
en riesgo su subsistencia. En ese sentido en las últimas décadas el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos ha venido incrementando la regulación con el fin de protegerlos y garantizar 
su supervivencia. 
Así pues es importante destacar el papel fundamental que han tomado la Comisión IDH y 
la Corte IDH. La primera en su papel de organismo promotor y protector de los derechos humanos, 
ha emitido diferentes recomendaciones a los Estados partes en relación con los principios y 
parámetros que se deben seguir en la protección efectiva de estas comunidades. A su vez la Corte 
IDH en aplicación al artículo 62 de la Convención Americana de Derechos Humanos, ha emitido 
diferentes fallos jurisprudenciales en los cuales, mediante la interpretación de esta convención y 
teniendo en cuenta su característica de ser el instrumento rector en la protección de las garantías 
fundamentales de los habitantes del continente americano, ha establecido preceptos claros en 
relación con la garantía del derecho a la propiedad del territorio indígena. De esta manera, se ha 
fijado un norte para que los Estados incluyan estos preceptos en su normativa interna. 
A pesar del aumento en los mecanismos de protección a los pueblos indígenas y los aportes 
realizados por la Comisión IDH y la Corte IDH, actualmente el   Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos no cuenta con un mecanismo único y tampoco con jurisprudencia expresa en 
relación con los Pueblos Indígenas en Condición de Aislamiento y Contacto Inicial. Esta situación 
genera incertidumbre en la garantía del derecho a la propiedad sobre el territorio del cual son 
acreedores estos pueblos. Es claro que a diferencia de los pueblos indígenas que se encuentran de 
una u otra forma vinculados con la sociedad actual, los primeros necesitan de medidas especiales 
que permitan de manera efectiva su supervivencia como pueblos tribales, lo que incluye la 
conservación en el tiempo y en el territorio de sus costumbres, tradiciones y modo de ver el mundo. 
Si bien la Constitución Política de Colombia reconoce la diversidad cultural y el derecho 
al territorio de los pueblos indígenas, no reconoce expresamente la protección y garantías 
especiales que deben tener los Pueblos Indígenas en Condición de Aislamiento y Contacto Inicial. 
El reconocimiento desde la norma superior sería un gran avance que consolide los estándares de 
protección en el Estado Social de Derecho, blindando jurídicamente a estas minorías.  
Es importante destacar el avance desde el ámbito normativo en Colombia con la expedición 
por parte del Ministerio del Interior del Decreto 1256 del 10 de julio de 2018, puesto que este es 
el primer instrumento a nivel nacional en el cual se reconoce y garantiza expresamente la 
Protección a los Pueblos Indígenas en Condición de Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial. 
Como se ha demostrado aquí, este decreto se encuentra en gran medida en una relación de 
conmensurabilidad con los parámetros establecidos por el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, en especial con los principios de la Convención Interamericana de Derechos Humanos 
y las interpretaciones dadas a esta la Corte IDH. No obstante, es evidente que no se ha logrado 
establecer dentro de las políticas una garantía clara a la protección del derecho a la 
autodeterminación de los pueblos indígenas, puesto que estas comunidades al decidir permanecer 
en aislamiento, claramente muestran su deseo de no pertenecer al sistema jurídico Colombiano, y 
con los procedimientos vigentes al reconocerlos como personas jurídicas se les impone sin duda 
alguna la obligación a este sistema jurídico.  
Adicional a lo anterior también es de destacar la utilización de la normativa del Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas por parte de Colombia con el fin de delimitar los territorios en los 
cuales se presume existen Pueblos Indígenas en Condición de Aislamiento y Contacto Inicial. Con 
ello, el ordenamiento jurídico colombiano busca proteger íntegramente los ecosistemas, en los 
cuales se incluye la protección al valor cultural de los pueblos indígenas como base fundamental 
para la conservación de las áreas patrimonio natural de la nación. 
Lamentablemente hasta la fecha no se cuenta con pronunciamientos de la Corte 
Constitucional Colombiana en relación con la garantía y protección del derecho al territorio de los 
Pueblos Indígenas en Condición de Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial, lo que hace más 
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